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Las administradoras del Sistema de la Protección Social reportarán la información en 
forma directa ante el órgano de Administración del RUAF.

Parágrafo. Será responsabilidad de las administradoras el suministro completo, opor-
tuno y periódico de la información. Será responsabilidad del órgano de Administración 
del RUAF llevar a cabo las validaciones sobre dicha información, generar los reportes de 
inconsistencias que se detecten en ella y mantenerla actualizada de acuerdo con la remisión 
de la misma por parte de las administradoras.

Artículo 4°. Especificaciones técnicas. El Ministerio de la Protección Social establecerá 
las especificaciones técnicas para el cumplimiento de las obligaciones establecidas en el 
artículo anterior para las administradoras del Sistema, para el reporte de la información 
necesaria para la operación del RUAF, de conformidad con los artículos 3°, 4° y 5° de este 
decreto.

Artículo 5°. Plazos para la entrega de la información. Las administradoras deberán 
reportar la información al órgano de Administración del RUAF, en los plazos y mediante 
los mecanismos definidos por el Ministerio de la Protección Social.

Artículo 6°. Reporte de información de entidades que administran distintos riesgos. Las 
administradoras de los diferentes riesgos cubiertos por el Sistema deberán efectuar reportes 
independientes para cada uno de dichos riesgos, de conformidad con lo establecido en los 
artículos 3°, 4° y 5° del presente decreto.

Artículo 7°. Designación de funcionarios para el funcionamiento del RUAF. Las 
administradoras deberán informar al órgano de administración del RUAF la persona o 
personas que servirán de punto de enlace para el suministro de la información al RUAF, 
para la recepción y manejo de los reportes de inconsistencias, y para las demás actuaciones 
necesarias para su funcionamiento.

CAPITULO III

Administración, consultas y medidas de seguridad
Artículo 8°. Validación de la información. Una vez recibida la información de las 

administradoras, el órgano de administración del RUAF deberá llevar a cabo un proceso 
de validación sobre los formatos de los archivos recibidos que permita garantizar que la 
información allí contenida pueda ser procesada correctamente, sin perjuicio del proceso 
de validación que deben efectuar las administradoras sobre la información remitida. Dicha 
validación comprenderá el volumen total de la información, la estructura de los campos y 
la consistencia de los datos.

Si la información reportada por alguna de las administradoras no estuviere conforme a los 
requerimientos definidos para la misma, se generará el respectivo reporte de inconsistencias, 
el cual será enviado a la administradora directamente para que proceda a su corrección. 
Dicha corrección deberá enviarse dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes al recibo 
del reporte de inconsistencias.

Artículo 9°. Cruces de información. El Ministerio de la Protección Social definirá los 
cruces de información, tanto del RUAF como de este con otras bases de datos, con el pro-
pósito de facilitar el control de la elusión y la evasión, la correcta afiliación al Sistema y la 
focalización de programas sociales, por parte de las entidades competentes.

Artículo 10. Consultas. El Ministerio de la Protección Social determinará el alcance de 
las consultas al RUAF que podrán efectuar los organismos de control, las administradoras y 
el público en general, así como el procedimiento para llevarlas a cabo. Dicha determinación 
deberá respetar el derecho a la intimidad de las personas, impedir la competencia desleal 
entre administradoras y las prácticas restrictivas de la libre competencia.

Las administradoras podrán consultar el RUAF con el propósito de controlar que se 
efectúe un adecuado traslado de los afiliados en el Sistema y el cumplimiento, por parte de 
los mismos, de los requisitos para acceder a cada Subsistema.

Parágrafo. En ningún caso el RUAF sustituirá la responsabilidad de las administradoras 
de contar con sistemas de información propios para la validación de derechos por parte de 
los usuarios, la adecuada administración de la afiliación de los mismos, y demás obliga-
ciones que les otorgue la ley.

Artículo 11. Reserva de la información. La información que por ley tenga el carácter 
de reservada y que reporten las entidades administradoras al órgano de administración 
del RUAF deberá conservar ese carácter. En consecuencia, la misma sólo podrá ser 
suministrada a las propias entidades que la originaron para subsanar las inconsistencias 
que en ella se encuentren, y a los órganos de control para el ejercicio de las compe-
tencias que la ley les otorga. Dicha información podrá igualmente ser utilizada para 
efectos estadísticos.

Artículo 12. Protección de datos. El Ministerio de la Protección Social, con el propósito 
de garantizar la reserva y confidencialidad de la información, definirá los mecanismos de 
seguridad y de control de acceso al sistema de información que conforma el RUAF.

CAPITULO IV

Disposiciones transitorias
Artículo 13. Suministro inicial de información. El suministro inicial de información 

a que alude el artículo 3° del presente decreto, tendrá lugar en la fecha que determine el 
Ministerio de la Protección Social.

 Artículo 14. Período de estabilización del RUAF y depuración de las bases de datos. 
Cuando entre en operación el Registro Unico de Afiliados, se dará inicio a un período de 
estabilización el cual tendrá una duración de seis (6) meses. Durante dicho período se llevará 
a cabo un proceso de depuración de las bases de datos que manejan las distintas entidades 
administradoras que reportan información al mismo. Dicho proceso tendrá como base las 
inconsistencias detectadas en la información al igual que las verificaciones que sobre la 
misma se realicen.

CAPITULO V

Disposición final
Artículo 15. Vigencia. El presente decreto entrará en vigencia a partir de su publi- 

cación.

Publíquese y cúmplase.

Dado en Bogotá, D. C., a 26 de mayo de 2006.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ

El Ministro de la Protección Social,

Diego Palacio Betancourt.

MINISTERIO DE MINAS Y ENERGÍA

DECRETOS

DECRETO NUMERO 1631 DE 2006

(mayo 26)

por el cual se adiciona y se modifica el Decreto 2353 de 2001 reglamentario del inciso 
2° del artículo 227 de la Ley 685 de 2001 y se dictan otras disposiciones.

El Presidente de la República, en uso de sus atribuciones legales y en especial de las 
conferidas por los artículos 189 numeral 11 de la Constitución Política y 227 de la Ley 
685 de 2001, y

CONSIDERANDO:

Que el artículo 227 de la Ley 685 de 2001 señala dentro de las obligaciones de los 
propietarios privados del subsuelo, pagar “no menos del 0.4% del valor de la producción 
calculado o medido al borde o boca de mina, pagadero en dinero o en especie”;

Que la Corte Constitucional mediante Sentencia C-669 de 2002, manifestó que corres-
ponde al Gobierno Nacional de conformidad con lo establecido en el inciso 2° del artículo 
227, (...) “reglamentar la materia a que dicho inciso se refiere, es decir, el monto, recaudo 
y distribución de las regalías que deben pagar los propietarios privados del subsuelo por 
la explotación de los recursos naturales no renovables”;

De otra parte, señala que “es claro que el reconocimiento de dicha propiedad privada 
no enerva las potestades estatales de regular la explotación de esos recursos y de exigir el 
pago de regalías por dicha explotación. No obstante, las condiciones en que el legislador 
podrá establecer dicho pago no serán necesariamente las mismas que se establecen de 
manera general, pues deberá considerarse que en este caso por excepción, el Estado no es 
el propietario del subsuelo ni de los recursos no renovables sobre cuya explotación recae 
la regalía”;

En igual sentido señaló los criterios a tener en cuenta por parte del Gobierno para fijar el 
monto de las regalías mencionadas, para lo cual deberá: (...) “determinar el monto de dichas 
regalías de acuerdo con criterios objetivos tales como las condiciones de explotación de los 
mismos, los costos en que el propietario de los recursos incurre, el deterioro ambiental que 
dicha explotación genere, el impacto social que la misma produzca, o la carga tributaria 
que sobre la misma explotación exista, entre otras consideraciones”;

Que la explotación de metales preciosos por parte de propietarios privados de minas 
pagan impuesto y regalías por disposición del artículo 152 de la Ley 488 de 1998, razón 
por la cual debe preservarse el equilibrio económico de estas explotaciones;

Que la Unidad de Planeación Minero-Energética, previa delegación del Ministerio de 
Minas y Energía elaboró los estudios técnico-económicos que permiten fijar el porcentaje de 
regalías a ser pagadas por los titulares de los reconocimientos de propiedad privada, RPP;

Que en la actualidad existen en el país 55 títulos de reconocimiento de propiedad pri-
vada vigentes inscritos en el Registro Minero Nacional de los cuales 3 corresponden a la 
explotación de carbón y 52 a metales preciosos;

Que el estudio elaborado por la Unidad de Planeación Minero-Energética en el cual 
se realizó una sensibilización para varios posibles escenarios, entre sus conclusiones es-
tablece:

“Para los metales preciosos aplica un impuesto para las explotaciones de los títulos RPP 
de 4% que en principio, pone en igualdad de condiciones a estos titulares con los demás 
productores, sin embargo, los RPP deben pagar adicionalmente lo correspondiente a la re-
galía de 0.4% (...)”. En los términos anteriores el porcentaje sugerido a aplicar de acuerdo 
con el estudio de la Unidad de Planeación Minero-Energética es del 0.4%;

Que los RPP de carbón número 434 y número 031 por presentar unos niveles de produc-
ción mínimos, al establecer un porcentaje del pago de regalías mayor al 0.4% no generaría 
un mayor impacto en la economía de la Nación y por el contrario puede ser significativo 
para los costos de producción de las empresas, presentando un perjuicio económico para 
las mismas;

Que para el RPP número 011, una regalía igual o superior a 0.4% equivale a una porción 
de los ingresos mayor al 5%, que es el porcentaje que pagan las explotaciones mineras de 
carbón de propiedad del Estado; por lo que al establecer un porcentaje de regalías superior 
al 0.4%, haría que esta explotación minera se encuentre en desventaja económica frente a 
otras similares de propiedad del Estado;

De acuerdo con los resultados del estudio elaborado por la Unidad de Planeación 
Minero-Energética para la fijación del porcentaje de regalías de los Reconocimientos de 
Propiedad Privada de Carbón pueden aplicarse dos alternativas: un porcentaje igual para 
todos los titulares, o niveles diferenciados de acuerdo con las condiciones particulares de 
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cada título. Por esta razón el Ministerio de Minas y Energía opta por fijar un porcentaje de 
regalías igual para todos los Reconocimientos de Propiedad Privada de Carbón;

Que de conformidad con el artículo 16 de la Ley 756 de 2002, se establece un porcentaje 
diferenciado para el pago de regalías de Carbón en términos de producción, en el sentido 
que para producciones menores de tres millones de toneladas el porcentaje corresponde 
al 5%, en tanto que para producciones mayores a tres millones de toneladas se paga un 
porcentaje equivalente al 10%. Consecuente con lo anterior, con base en la información 
que arroja el mencionado estudio de la Unidad de Planeación Minero-Energética, para el 
caso de los Reconocimientos de Propiedad Privada de Carbón con producciones menores 
de tres millones de toneladas resulta procedente fijar un porcentaje de pago de regalías del 
0.4% y para aquellos Reconocimientos de Propiedad Privada de Carbón con producciones 
mayores a tres millones de toneladas un porcentaje de pago de regalías del 0.6%;

En mérito de lo expuesto,

DECRETA:

Artículo 1°. La explotación de metales preciosos (oro, plata y platino) por parte de los 
titulares de reconocimiento de propiedad privada inscritos en el Registro Minero Nacional, 
pagarán el 0.4% de regalías sobre el valor de la producción calculado o medido en boca o 
borde de mina.

Artículo 2°. Para las explotaciones de los Reconocimientos de Propiedad Privada de 
carbón RPP números 031, 434 y 011, con una producción inferior a tres millones de tone-
ladas, pagarán el 0.4% de regalías sobre el valor de la producción calculado o medido en 
boca o borde de mina.

Artículo 3°. Para las explotaciones de los Reconocimientos de Propiedad Privada de 
Carbón RPP números 031, 434 y 011, con una producción mayor a tres millones de tone-
ladas, pagarán el 0.6% de regalías sobre el valor de la producción calculado o medido en 
boca o borde de mina.

Artículo 4°. Modificar el parágrafo del artículo 3° del Decreto 2353 de 2001, modificado 
por el artículo 1° del Decreto 136 de 2002, el cual quedará así:

Parágrafo. Para la respectiva declaración, el propietario privado del subsuelo tendrá en 
cuenta el precio del mineral en boca o borde de mina fijado mediante delegación por la 
Unidad de Planeación Minero-Energética, UPME, y que se encuentre vigente al momento 
de la liquidación y pago de la obligación.

Artículo 5°. La autoridad minera podrá realizar visitas técnicas de verificación de la 
producción, con el objeto de realizar la liquidación de las regalías, cuando considere que 
los pagos de regalías de los reconocimientos de propiedad privada inscritos en el Registro 
Minero Nacional, no corresponden a la producción declarada para el período liquidado.

Artículo 6°. El presente decreto rige a partir de su publicación, deroga el Decreto 136 
de 2002 y adiciona y modifica en lo pertinente el Decreto 2353 de 2001.

Publíquese y cúmplase.

Dado en Bogotá, D. C., a 26 de mayo de 2006.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ

El Ministro de Minas y Energía,

Luis Ernesto Mejía Castro.

MINISTERIO DE AMBIENTE, VIVIENDA  
Y DESARROLLO TERRITORIAL

DECRETOS

DECRETO NUMERO 1611 DE 2006

(mayo 26)

por el cual se suprimen cargos vacantes de la planta de personal del Ministerio  
de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial.

El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de las facultades legales y 
constitucionales en especial las que le confieren el numeral 14 del artículo 189 de la Cons-
titución Política de Colombia y el artículo 115 de la Ley 489 de 1998, y

CONSIDERANDO:

Que el artículo 18 de la Ley 790 de 2002 y el Decreto 190 de 2003, disponen que los 
cargos que quedaren vacantes, como consecuencia de la jubilación o pensión de vejez de 
los servidores públicos que los desempeñaren, deberán ser suprimidos;

Que el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, presentó al De-
partamento Administrativo de la Función Pública, la justificación técnica de que trata 
el artículo 46 de la Ley 909 de 2004, para efectos de modificar su planta de personal, 
encontrándola ajustada técnicamente, emitiendo en consecuencia, concepto previo 
favorable;

Que para los fines de este decreto se cuenta con el concepto de la Dirección General del 
Presupuesto Público Nacional del Ministerio de Hacienda y Crédito Público,

DECRETA:

Artículo 1°. Suprímense de la planta de personal del Ministerio de Ambiente, Vivienda 
y Desarrollo Territorial, los siguientes empleos vacantes.

PLANTA GLOBAL
N° de cargos Denominación del empleo Código Grado

1 Uno Técnico Administrativo 4065 17
2 Dos Conductor Mecánico 5310 15
1 Uno Secretario Ejecutivo 5040 18

Artículo 2°. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación y modifica 
en lo pertinente el Decreto 217 de 2003.

Publíquese y cúmplase.

Dado en Bogotá, D. C., a 26 de mayo de 2006.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ

El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Alberto Carrasquilla Barrera.

La Ministra de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial,

Sandra Suárez Pérez.

El Director del Departamento Administrativo de la Función Pública,

Fernando Grillo Rubiano.

DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO  
DE SEGURIDAD

DECRETOS

DECRETO NUMERO 1642 DE 2006

(mayo 26)

por el cual se establece la evaluación de competencias de los empleos de libre  
nombramiento y remoción del Departamento Administrativo de Seguridad, DAS.

El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus facultades constitucionales 
y legales, en especial las conferidas por el numeral 11 del artículo 189 de la Constitución 
Política, y artículos 47 y 49 de la Ley 909 de 2004,

DECRETA:

Artículo 1°. Para la provisión de empleos de libre nombramiento y remoción del 
Departamento Administrativo de Seguridad, a excepción del Director, Subdirector del 
Departamento, Secretario General, y cargos adscritos directamente a la planta de personal 
del despacho del Director y Subdirector del Departamento, se atenderán los criterios de 
mérito, capacidad, experiencia, las calidades personales en relación con las funciones y 
responsabilidades del empleo.

Lo anterior, sin perjuicio de la discrecionalidad que les caracteriza.
Artículo 2°. La evaluación de los candidatos según lo disponga el Director del DAS 

podrá ser realizada por:
1. Un órgano técnico designado por este para tal efecto, conformado por empleados en 

servicio activo del Departamento.
2. Una empresa consultora externa especializada en selección de directivos.
Artículo 3°. La selección de candidatos para adelantar el proceso de evaluación corres-

ponderá al nominador, quien podrá optar en forma alternativa o conjunta por las siguientes 
fuentes:

1. Candidatos que se recluten como resultado de convocatoria interna, con los empleados 
que cumplan los requisitos y el perfil exigido para el desempeño del cargo.

2. Candidatos que se recluten como resultado de convocatoria externa.
3. Candidatos que se recluten por fuente externa.
Artículo 4°. Con el fin de evaluar las competencias de los candidatos se deberá hacer 

uso de los siguientes instrumentos:
1. Análisis de antecedentes.
2. Prueba de conocimientos.
3. Prueba de aptitudes o competencias laborales.
4. Entrevista.
5. Estudio de confiabilidad y/o lealtad.
Artículo 5°. El órgano técnico o la entidad encargada de adelantar el proceso de evalua-

ción, presentará al nominador la relación de él o los candidatos que a través de la evaluación 
demostraron poseer las competencias requeridas, para que discrecionalmente proceda a la 
nominación de uno de ellos.

Artículo 6°. El proceso de que trata el presente decreto no implica el cambio de la 
naturaleza jurídica del cargo a proveer.

Artículo 7°. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación.
Publíquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 26 de mayo de 2006.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ
El Director del Departamento Administrativo de Seguridad,

Andrés Peñate Giraldo.

El Director del Departamento Administrativo de la Función Pública,

Fernando Grillo Rubiano.


